EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1º.- Incorpórase al Libro Primero, Título V, Capítulo I  del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, el artículo 102 bis, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 102 bis.- Declaraciones Testimoniales de Menores.- Cuando deba prestar declaración un menor de dieciséis (16) años de edad, víctima o testigo de algunos de los delitos tipificados en el Libro II, Título I, Capítulo II y Título III del Código Penal, el menor será interrogado exclusivamente por un psicólogo especializado en maltrato y abuso sexual infantil designado por el Fiscal, Juez o Tribunal que ordene la medida, no pudiendo en ningún caso ser interrogados en forma directa por el Órgano Judicial o las partes.

El profesional interviniente tomará la declaración del menor en un lugar acondicionado con los implementos adecuados a la edad y etapa evolutiva del menor; debiendo confeccionar un informe detallado donde consten los dichos del menor y las conclusiones a que se arriben  con relación al hecho investigado, el cual será elevado al Fiscal, Juez o Tribunal interviniente en el plazo que este disponga.

Las alternativas del acto serán seguidas desde el exterior del recinto a través de vidrio espejado, micrófono, equipo de video o cualquier otro medio técnico con que se cuente. 

Previo a la iniciación del acto, el Fiscal, Juez o Tribunal interviniente hará saber al profesional a cargo de la entrevista las inquietudes propuestas por las partes, así como las que surgieren durante el transcurso del acto, las que serán canalizadas teniendo en cuenta las características del hecho y el estado emocional del menor.

A fin de garantizar que se trate de una declaración única e irreproducible, el acto será controlado por las partes y video-filmado.

Todo acto de reconocimiento de lugares y/o cosas que el Fiscal, Juez o Tribunal estime procedente realizar con un menor, deberá previamente ser considerada por el profesional que designe el Órgano Judicial interviniente, quien informará fundadamente acerca de si el menor está en condiciones de participar o si el mismo puede afectar de cualquier manera la recuperación de la víctima. En los supuestos en que el Fiscal, Juez o Tribunal ordene su participación, el menor deberá estar acompañado por el profesional, no pudiendo en ningún caso estar presente el imputado.

En el supuesto que la medida ordenada por el Fiscal, Juez o Tribunal lo sea en contra del criterio sustentado por el psicólogo actuante, deberá fundar las razones de su decisión.”

Artículo 2º.- Incorpórase al Libro Primero, Título V, Capítulo I del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, el artículo 102 ter, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 102 ter.- Cuando se trate de víctimas previstas en el artículo 102 bis, que a la fecha de ser requerida su comparecencia hayan cumplido dieciséis (16) años de edad y no hubiesen cumplido los dieciocho (18) años, el Fiscal, Juez o Tribunal previo a la recepción del testimonio, requerirá informe de un psicólogo especialista en maltrato y abuso sexual infantil acerca de la existencia de riesgo para la salud psicofísica del menor en caso de comparecer ante los estrados. En caso afirmativo, se procederá de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 102 bis.”

Artículo 3º.-  Incorpórase al Libro Primero, Título VIII, Capítulo VIII del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, el artículo 259 bis, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 259 bis.- Reconocimiento de Menores.- Cuando deba intervenir uno de los menores enumerados en los artículos 102 bis y 102 ter en un acto de reconocimiento de persona, el menor será acompañado por una persona de su confianza. En este supuesto, se evitará todo contacto entre el menor y los integrantes de la rueda de reconocimiento.” 

Artículo 4º.- Modifícase el artículo 263 del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 263.- Procedencia.- El agente fiscal podrá ordenar el careo de personas que en sus declaraciones hubieren discrepado o cuando lo estime de utilidad. El imputado o su defensor podrán también solicitarlo, pero aquel no podrá ser obligado a carearse.

Queda expresamente prohibido la realización de careo de los menores enumerados en los artículos 102 bis y 102 ter con el o los imputados.” 

Artículo 5º.- Autorízase al Poder Judicial a efectuar las modificaciones presupuestarias necesarias para garantizar la implementación de la presente ley.

Artículo 6º.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

El presente proyecto de ley tiene por objeto la incorporación al Código Procesal Penal Provincial de disposiciones referentes al modo en que deben ser recibidos los testimonios de aquellos niños y adolescentes que resulten ser víctimas o testigos de delitos contra la integridad física y sexual. 

Fundamentalmente, se trata de evitar las revictimizaciones que la propia naturaleza y prácticas del proceso judicial generan en estos individuos, adecuando la normativa provincial a las leyes Nacionales y Convenciones Internacionales suscriptas por nuestro país, teniendo en mira, principalmente, uno de los conceptos rectores del sistema interamericano de protección a los derechos humanos, que es el del interés superior del niño.

En la actualidad, en el ámbito judicial de la Provincia de Buenos Aires, el interrogatorio a los menores víctimas o testigos de los delitos mencionados resulta violatorio de las obligaciones internacionales asumidas por el Estado Nacional sobre el punto en cuestión, normativa que, como sabemos, es parte integrante de nuestra Constitución Nacional por imperio del artículo 75, inciso 22 de nuestra Carta Magna.

En este sentido, la Convención sobre los Derechos del Niño establece en el artículo 3, inciso 1, que “en todas las medidas concernientes a los niños que tomen…los tribunales… una condición primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”, en tanto que el artículo 39 prescribe que “los Estados partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima…”

Corolario de lo expuesto resulta ser que el niño, por su falta de madurez física y mental, requiere de medidas de protección y asistencia especial que deben ser asumidas sin demoras por el Estado. En concordancia con esto, en el ámbito Nacional, la sanción de la Ley 25.852 en el año 2004, que incorporó los artículos 250 bis y 250 ter al Código Procesal de la Nación, implicó un notable avance en esta materia, motivo por el cual la hemos tomado como fuente principal del presente proyecto de ley.

Retomando lo dicho anteriormente, sabemos que frente a la posibilidad de que un niño haya sido abusado sexualmente, el Estado tiene la obligación de brindar protección a ese niño. Sin embargo, en la práctica, la labor de la justicia está dirigida en la mayor parte de su actividad al esclarecimiento de los hechos y sanción de los responsables. Esta circunstancia hace que en la mayoría de las ocasiones se pierda de vista la función de protección, privilegiándose la de represión del delito. Esto a su vez lleva a que se ingrese en una maraña burocrática donde el bienestar del menor pasa a segundo plano. La víctima es frecuentemente tratada en el ámbito judicial con insensibilidad, sin tenerse en cuenta que los sucesos por los cuales ha intervenido la justicia son de tal magnitud que la han marcado para siempre; que llega dolida, confundida, con sentimientos que la atormentan y que lo último que necesita es una nueva victimización.  

Si se tienen en cuenta las consecuencias que el abuso causa en la mente del niño víctima, surge evidente el despropósito de sentarlo frente a un grupo de extraños (jueces, fiscales, defensores, secretarios) para que, sin tapujos, les describa pormenorizadamente la pavorosa situación que le tocó atravesar, ya que terminaría por surtir un efecto adverso al fin que se pretende lograr. Es que, en la mayoría de los casos, el niño habrá de inhibirse y  no contará nada de lo sucedido, o bien no suministrará detalles realmente relevantes que sí podrían resultar de utilidad en la pesquisa; o incluso cambiará su versión de los hechos mostrándolos como inexistentes o desligando de responsabilidades a personajes de su entorno o cercanos al mismo. En este sentido, la doctrina ha sostenido que cuando se obliga a un niño abusado a sentarse ante un Tribunal, se lo está silenciando y de tal modo se violan sus derechos elementales, concretamente su derecho a ser oído. (Rozanski, Carlos Alberto, Abuso Sexual Infantil, ¿Denunciar o Silenciar?, Ed. B Grupo Z, Avellaneda, 2003, pag.129)  De igual modo, aunque se obtenga una narración precisa de todo lo acontecido, lográndose además que el menor responda con claridad cada uno de los interrogantes que en tal sentido se le formulen, el tribunal bien podrá sentirse satisfecho por aproximarse a la meta del descubrimiento de la verdad real de lo acontecido, mas, muy probablemente, también deberá cargar  con el compromiso de haber logrado tal empresa gracias a la producción de un evento que habrá acrecentado el padecimiento de la víctima. 

Resulta necesario, entonces, adoptar medidas que procuren evitar estas situaciones y tornen el contacto del niño con el proceso penal lo menos traumático posible, de manera que no se provoquen nuevos daños a las víctimas de esa clase de hechos. A ese respecto cabe afirmar que con la normativa propuesta se cumplen dichos objetivos. El niño ya no será sometido a múltiples interrogatorios en diversas sedes y por parte de distintos funcionarios (policías, jueces, médicos forenses, asistentes sociales, psicólogos, abogados, etc), como sucede en la actualidad, sino que lo escuchará quien está específicamente capacitado para ello. Es decir que, las manifestaciones que pueda aportar el menor, únicamente podrán ser recibidas por un psicólogo especialista en maltrato y abuso sexual infantil, sin que aquél deba enfrentarse o responder a cualquier clase de interrogatorio que directamente pretendan formularle el juez, el fiscal, el imputado o sus letrados defensores. Ello permitirá rescatar la primera revelación hecha por el niño, que en la gran mayoría de los casos es la que contiene la verdad de los hechos.

El acto por el cual el profesional actuante escucha el relato del niño damnificado debe llevarse a cabo en un ámbito especialmente adecuado a su edad y desarrollo. El vidrio espejado (cámara de Gessel), así como la filmación en video, o el audio directo, permiten que en el acto mismo del examen, el Fiscal, Juez o Tribunal interviniente y las partes (por su intermedio) hagan saber al especialista sus inquietudes, las cuales serán satisfechas en la medida en que ello no afecte el normal desarrollo del acto y no pongan en peligro la integridad psíquica del niño.

Con respecto a los sujetos que resultan beneficiarios de este procedimiento, se trata de las víctimas de cualquier ataque contra la integridad sexual o física que a la fecha de ser convocadas por el Fiscal, Juez o Tribunal no hayan cumplido los 16 años de edad. En forma excepcional, también aquellos menores que a la fecha de ser requerida su comparecencia por la autoridad judicial cuenten con una edad comprensiva entre los 16 y los 18 años y el profesional de la salud mental interviniente determine la existencia de un riesgo para la salud psicofísica del menor ante la concreción de tal presentación. Cabe señalar que, al igual que en la ley 25.852, para establecer los límites de edades se tuvo en cuenta la Ley 22.278 (Régimen Penal de la Minoridad).

Además de los individuos mencionados, el presente proyecto de ley es abarcativo de aquellos menores que, si bien no han resultado damnificados directos de un accionar ilícito como los que prevé la norma, fueron testigos de tales episodios. Ello en razón de que consideramos que estos menores también sufrieron, colateralmente, algún tipo de daño psicológico. Es el caso, por ejemplo, de la hermana de la víctima que observa el acto cometido por el padre en perjuicio de esta o de la amiga de una niña abusada sexualmente que no se atrevió a revelar lo sucedido a personas mayores de su confianza, y debe oficiar de receptora de narraciones nada acorde a su etapa evolutiva. 

Otro de los objetivos que persigue este proyecto es que el menor preste una sola y única declaración con los recaudos que la tornen irreproducible, a fin de morigerar los efectos tanto psicológicos como físicos derivados de la participación del niño en el proceso. A tal efecto, se propone que la entrevista sea filmada íntegramente. Ello habrá de permitir el acceso a su contenido, tantas veces como sea necesario, no sólo de los psicólogos y psiquiatras forenses a quienes se les encomiende corroborar la existencia del abuso y de otros colegas con los cuales aquellos estimen necesario reexaminar el material, sino también de los peritos que a lo largo del proceso propongan las partes para examinar los resultados que arroje la pericia realizada por los primeros. Pero además, fundamentalmente, para controlar su tenor, tanto las partes, como el Órgano Judicial interviniente. Y ello, sin someter a la víctima o al testigo al interrogatorio de diferentes personas en ocasiones múltiples, con lo cual, por un lado, se estará logrando disminuir la carga traumática que para el niño conllevan las repeticiones, y por otro, en forma simultánea, se evitará la contaminación del material derivada de la continua reinstalación del niño en los hechos invocados.

Teniendo en cuenta el efecto traumático que las víctimas de este tipo de ilícitos pueden sufrir frente a determinadas diligencias procesales que, eventualmente, pueden ser asumidas como una reiteración de los hechos que las damnificaran, se establece que, cuando se trata de reconocimientos de lugares y/o cosas, el Fiscal, Juez o Tribunal forzosamente deberá dar intervención al profesional de la salud mental a efectos de que determine si existe riesgo psicofísico para el menor, antes de convocarlo a dicha diligencia procesal. Sin embargo, el Fiscal, Juez o Tribunal podrá apartarse del informe del profesional, para lo cual deberá fundar las razones de su decisión. En caso de que el menor deba asistir al acto, deberá estar acompañado por el profesional, quedando terminantemente prohibida la asistencia del imputado al mismo. 

En igual sentido, y con el objeto de evitar que los intereses de las víctimas sean puestos indebidamente en peligro,  en el caso de la rueda de reconocimiento de personas se hace hincapié en la necesidad de que el niño sea acompañado por una persona de su confianza. Asimismo, se prohíbe todo contacto entre el menor y los integrantes de la rueda de reconocimiento.   

Por último, se propone una modificación con respecto a los careos, ya que se prohíbe la utilización de este medio de prueba entre víctima y victimario, en virtud de que dicha diligencia, en la medida en que supone la directa confrontación entre el presunto autor del ilícito y la víctima, genera en ésta innumerables consecuencias de índole psicológica, lo que justifica que se procure evitar su utilización.  

Por los motivos expuestos, es que solicito a mis pares me acompañen con su voto afirmativo en la aprobación del presente proyecto de ley.

